
Que reforma el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Claudia Sofía Corichi García, 
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
La suscrita, Claudia Sofía Corichi García, diputada federal integrante del Grupo 
Parlamentario de Movimiento Ciudadano en esta LXIII Legislatura del 
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los 
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 
Diputados, somete a consideración del pleno de esta asamblea la siguiente 
iniciativa con proyecto de decreto, por la que se reforma el artículo 41 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de lo siguiente
Exposición de Motivos
La transversalización de la perspectiva de género en los espacios públicos de 
toma de decisión ha tomado cada vez mayor relevancia en el desarrollo de las 
democracias actuales. La Organización de las Naciones Unidas en voz de la 
entonces representante de ONU-Mujeres y actual presidenta de Chile, Michelle 
Bachelet, señala que la democracia ha creado mecanismos de integración de los 
grupos marginados como las cuotas o las disposiciones regionales para 
amplificar las inquietudes de los grupos que se ven privados del derecho al voto 
político.
Las mujeres como grupo humano que ha estado relegado de los espacios 
públicos históricamente, se enfrentan a una serie de dificultades para ejercer una 
participación efectiva incluso en los ejercicios democráticos más básicos como 
votar o presentarse a cargos políticos.
La plena participación de las mujeres en la vida pública, ya sea en los ámbitos 
políticos nacionales, en las actividades productivas, en la academia o incluso en 
los medios de comunicación es fundamental para el perfeccionamiento de la 
democracia y esencial para lograr el desarrollo sostenible.
Lakshmi Puri, directora ejecutiva adjunta de ONU-Mujeres, ha señalado que un 
sistema político que no atiende la participación de las mujeres, y que evita ser 
responsable de los derechos de las mujeres, decepciona a la mitad de sus 
ciudadanos.
La Declaración Universal de Derechos Humanos establece que toda persona 
tiene derecho a participar en el gobierno de su país a nivel nacional o local. La 
Plataforma de Acción de Beijing en 1995 retomó ese derecho como una de sus 
12 esferas prioritarias de interés. Sin embargo, a 20 años de haberse signado a 
nivel mundial, el porcentaje de mujeres parlamentarias apenas supera 20 por 
ciento.
En México, un análisis histórico de los procesos y resultados electorales de las 
últimas décadas, hace evidente las dificultades y obstáculos que han minado la 



participación política de las mujeres, siendo el Poder Legislativo Federal y los 
locales, los espacios en los que más efecto han tenido medidas temporales como 
las cuotas de género, que partiendo de la equidad han buscado hacer camino 
hacia la igualdad sustantiva. Los alcances que este instrumento ha tenido en la 
posición y condición de las mujeres se reflejan en un incremento de mujeres 
legisladoras; el número de curules pasó de 142 (28 por ciento) en 2009 a 184 
(37 por ciento) en 2012 y cómo efecto de la reforma que consagró la paridad 
como principio constitucional, 215 (42 por ciento) en 2015.
Las mexicanas hacen política en un contexto cultural adverso, en un sistema 
político machista que aún considera los espacios de poder como territorio 
acotado para los hombres. La subrepresentación en los cargos de elección y en 
la administraciones públicas demuestran la discriminación existente hacia las 
mujeres, misma que ha impedido el desarrollo de sus capacidades de liderazgo, 
su empoderamiento como de agentes de cambio y sobretodo se les ha limitado 
indebidamente el derecho fundamental a participar en igualdad de condiciones 
dentro de los gobiernos que se suponen democráticos.
Una democracia real está basada en el cumplimiento de los derechos humanos y 
de la igualdad entre los géneros. Las democracias débiles son una barrera 
importante para el goce de los derechos humanos, y el no respeto de los 
derechos humanos es un impedimento para una democracia eficaz.
Por ello, la introducción de la paridad como un principio constitucional en la 
integración de las candidaturas a nivel vertical y horizontal es una forma 
procurar que se garantice un cambio institucional que de paso a una verdadera 
representatividad de género, y sea pilar hacia el logro de una igualdad 
sustantiva.
Antecedentes
La lucha por la igualdad de género en el terreno de la política ha sido ardua en 
todo  el  mundo.  En  México,  los  avances  más  significativos  en  términos 
cuantitativos comenzaron en la década de los años 1990-2000, específicamente 
después de la Cuarta Conferencia Mundial de la Mujer celebrada en Beijing en 
septiembre de 1995.
Los efectos de estos cambios llevaron a que por primera vez en México en 
1996, se fijara un porcentaje de representación máxima para personas de un 
mismo sexo en candidaturas, el cual no debía rebasar el 70 por ciento para un 
género, y el mínimo para el otro era del 30 por ciento para el poder legislativo. 
Sin embargo esta acción no especificó si aplicaba para candidaturas propietarias 
o  suplentes,  provocando  que  los  partidos  políticos  cumplieran  con  lo 
establecido al postular mujeres, pero sobre todo como suplentes.
En  2002  se  establecieron  lineamientos  importantes  que  articularon  el 
funcionamiento de las cuotas de género: 1) la cuota máxima del 70 por ciento 



para candidaturas propietarias; 2) las listas de plurinominales debían registrar a 
una  persona  de  distinto  sexo  en  una  de  cada  tres  posiciones;  3)  se  fijaron 
sanciones a los partidos políticos en caso de incumplir con las cuotas de género. 
Sin embargo se dejó abierta la posibilidad de no cumplir con la norma si las 
candidaturas de mayoría relativa eran resultado del voto directo en los partidos.
Aun con las resistencias, el incremento del 10 por ciento en la cuota de género, 
para quedar 60-40 por ciento, fue plasmado en la reforma electoral de 2008. 
También se estipuló que las listas plurinominales deberían incluir al menos dos 
personas  de  distinto  sexo  por  segmento  de  cada  cinco  candidaturas;  sin 
embargo,  se  mantuvieron exentas  las  cuotas  en las  candidaturas  de mayoría 
relativa, con el pretexto del proceso democrático interno, que se señalaba en el 
Artículo 219 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.
Con la  reforma de 2008 gracias  al  trabajo de diversas  organizaciones  de la 
sociedad civil y a una alianza de las mujeres militantes de distintos institutos 
políticos,  se  estipuló  que los  partidos  debían destinar  el  2  por  ciento  de  su 
financiamiento público ordinario a la capacitación, promoción y desarrollo del 
liderazgo político de las mujeres.
A pesar de esto, en 2009 se dio el fenómeno conocido como las “Juanitas”, 
donde se evidenció fraude a la ley, con la renuncia de las diputadas propietarias 
para dar lugar a los hombres suplentes de fórmula.
El  30  de  noviembre  de  2011,  el  Tribunal  Electoral  expidió  la  sentencia 
SUP12624, en la cual se estipuló la obligatoriedad de la cuota de género, sin 
excepciones, así como el registro de candidaturas mediante la integración de 
fórmulas de candidaturas propietarias y suplentes del mismo sexo, con lo cual 
se impedirían las sustituciones. Ese mismo año se decidió etiquetar los recursos 
destinados a capacitación, promoción y desarrollo del liderazgo político de las 
mujeres,  como  medida  para  garantizar  que  los  recursos  fueran  destinados 
correctamente,  sin  embargo diversas  asociaciones  han señalado que hasta  la 
fecha esos recursos se han justificado con charlas superficiales, o materiales que 
promueven el empoderamiento de las mujeres sin la más mínima evaluación 
por resultados. Cabe destacar el avance que significó un anexo especial en el 
Presupuesto de Egreso de la Federación (que actualmente es el 12) que desglosa 
todos los recursos empleados en favor de la igualdad de género, por ministerio, 
programa y monto.
Para 2012, el nivel de la participación política de las mujeres en la integración 
de la actual Legislatura del Congreso de la Unión, superó por primera vez 30 
por  ciento  de  espacios  ocupados  por  legisladoras  alcanzado  así  el  mínimo 
recomendado a nivel internacional.
Con el impulso de mujeres de los más diversos signos políticos, y muchas voces 
de la sociedad civil, y la aprobación de la reforma político-electoral de 2014, 



fueron publicadas las leyes secundarias que derogaron la aplicación del anterior 
código electoral; dando paso a la nueva Ley General de Partidos Políticos y la 
Ley  General  de  Instituciones  y  Procedimientos  Electorales,  mismas  que 
estipulan distintos criterios a favor de la participación política de las mujeres, 
de los que sobre el principio de paridad en candidaturas a diputaciones federales 
–que se aplicó en las elecciones del 2015- y un aumento del 3 por ciento en los 
recursos  etiquetados  a  los  partidos  para  la  promoción  del  liderazgo  de  las 
mujeres en la participación política.
Consideraciones
I. El Poder Legislativo sigue siendo el único espacio visible de avances en el 
empoderamiento de las mujeres. Es menester señalar que muchos de esos logros 
se deben al esfuerzo, valor y trabajo de grupos de mujeres organizadas que ante 
el Tribunal Federal Electoral, han exigido a los partidos a cumplir la ley.
II.  La lucha por la igualdad continúa siendo una constante en las causas de 
muchas organizaciones civiles  a  favor de la  igualdad y de actores políticos. 
Actualmente la búsqueda por igualdad sustantiva se ha trasladado al terreno de 
lo local; dónde ahora se habla de la horizontalidad y verticalidad del principio 
de paridad.
III.  La paridad vertical  significa por ejemplo, registrar candidaturas en igual 
proporción de géneros para un mismo ayuntamiento incluyendo los cargos que 
corresponden  (presidente,  regidores  y  síndicos  municipales)  esto  de  manera 
alternada como se da actualmente en las listas para legisladores federales. La 
paridad horizontal o transversal, busca el cumplimiento del principio entre las 
candidaturas a un mismo cargo, por ejemplo en los ayuntamientos que forman 
parte de una determinada entidad federativa se da cuando a la mitad de los 
municipios se postula a mujeres como candidatas a las presidencias municipales 
y en la otra mitad se registra a hombres para esos cargos.
IV.  Sobre  estos  conceptos,  la  magistrada  del  Tribunal  Electoral  del  Poder 
Judicial de la Federación María del Carmen Alanís Figueroa ha señalado en 
diversas  ocasiones,  la  obligatoriedad  del  principio  de  paridad  como 
materialización del derecho a la igualdad sustantiva entre hombres y mujeres, 
tanto en sus dimensiones vertical como horizontal, como elemento que en las 
leyes contribuye a emitir jurisprudencia sobre el tema. El magistrado Manuel 
González Oropeza, miembro de esa soberanía, ha señalado por su parte que la 
paridad entre  los  géneros  es  un derecho constitucional  y  una garantía  de la 
forma de gobierno que no debe circunscribirse en paridad vertical sino también 
en horizontal.
V.  El  tema  es  de  enorme  relevancia  tratándose  del  ámbito  municipal,  pues 
únicamente un 6 por ciento de las presidencias municipales son ocupadas por 



mujeres, esto a pesar de que el tema ya ha pasado al menos por 14 congresos 
locales.
VI. Si bien la reforma constitucional ha generado una ola de reformas en los 
estados, no todos están cumpliendo con lo establecido. Son 7 entidades las que 
aún  no  contemplan  la  paridad  ya  sea  en  su  Constitución  o  en  sus  leyes 
electorales. A su vez, son 9 las entidades que carecen de sanciones para hacer 
cumplir el principio.
VII. La jurisprudencia generada a partir de las diversas sentencias del Tribunal 
Electoral de la Federación a través de sus diversas salas, y sobre todo a partir de 
la  confirmación de la  Sala Superior  al  dictamen SX-JRC-79/2015,  dónde se 
destaca la exigencia de cumplimiento de paridad de género en candidaturas de 
ayuntamientos,  es  de  vital  importancia  para  cubrir  las  lagunas  de  la  actual 
legislación en los estados que aún no hacen las reformas correspondientes.
Por lo expuesto someto a consideración de la Cámara de Diputados la siguiente 
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 41 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Decreto
Único.  Se  reforma  el  primer  párrafo  y  el  primer  y  segundo  párrafo  de  la 
fracción  primera  del  artículo  41  de  la  Constitución  Política  de  los  Estados 
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:
Artículo 41.  El  pueblo ejerce su soberanía  por  medio de los  Poderes  de la 
Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de los Estados, en lo 
que  toca  a  sus  regímenes  interiores,  en  los  términos  respectivamente 
establecidos  por  la  presente  Constitución  Federal  y  las  particulares  de  los 
Estados, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto 
Federal.  El  principio  de  paridad  de  género  deberá  observarse  en  la 
integración de los Poderes de la Unión, así como de los órganos autónomos.
La renovación de  los  Poderes  Legislativo y  Ejecutivo se  realizará  mediante 
elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases:
I. Los partidos políticos son entidades de interés público; la ley determinará las 
normas  y  requisitos  para  su  registro  legal,  las  formas  específicas  de  su 
intervención en el proceso electoral y los derechos, obligaciones y prerrogativas 
que  les  corresponden.  En  la  integración  de  sus  órganos  de  dirección  se 
observará el principio de paridad de género.
Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en 
la vida democrática, contribuir a la integración de los órganos de representación 
política y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos 
al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas 
que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo, así como 
las  reglas  para  garantizar  la  paridad  entre  los  géneros,  en  candidaturas  a 



legisladores federales, locales, municipios y regidurías. Estos deberán alcanzar 
un efecto útil y material del principio de paridad de género en sus dimensiones 
vertical y horizontal.  Sólo los ciudadanos podrán formar partidos políticos y 
afiliarse  libre  e  individualmente  a  ellos;  por  tanto,  quedan  prohibidas  la 
intervención de organizaciones gremiales o con objeto social  diferente en la 
creación de partidos y cualquier forma de afiliación corporativa.
...
Transitorio
Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación.
Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de septiembre de 2015.
Diputada Claudia Sofía Corichi García (rúbrica)


